
 

 

 

 

OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO  
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI  

 
 
 

 

FIJADO EN LISTA DE TRASLADO No. 027 

 
 
 
A las siete 07:00 A.M., de hoy 26 de Marzo 2021, se fija en lugar visible de la 
Oficina de Apoyo para los Juzgados Civiles del Circuito de Ejecución de Sentencia 
de Cali y por el término de un (1) día la lista con la constancia de conformidad al 
artículo 110 del CGP. 
 
 
 
A las siete 07:00 A.M. del día siguiente al de esta fijación empiezan a correr en la 
Oficina de Apoyo para los Juzgados Civiles del Circuito de Ejecución de Sentencia 
de Cali y para efectos de lo establecido en el Código General del Proceso, los tres 
(3) días de término del Recurso de Reposición y en Subsidio de Apelación de 
fecha de 12 de Marzo de 2021. 
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RV: RECURSO DE RECPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION CONTRA AUTO 138 DE
FEBRERO 9 QUE RECHAZA EL INCIDENTE DE NULIDAD
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OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZG ADO S CIVILES DEL CIRCUITO  
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI 

 

Atento saludo, 

 
Remito para respectivo registro.  

Cordialmente, 

 
JESSICA JULIETH OSORIO FIGUEROA
Asistente Administrativo.
 
 

Calle 8 No. 1-16, Oficina 404, Edificio Entreceibas 
Teléfonos: (2) 889 1593 
Correo electrónico: secoecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

De: Juzgado 03 Civil Circuito Ejecucion Sentencias - Valle Del Cauca - Cali
<j03ejecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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Enviado: viernes, 12 de marzo de 2021 15:21
Para: Secretaria Oficina Apoyo Juzgados Civil Circuito Ejecucion Sentencias - Seccional Cali
<secoecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: RECURSO DE RECPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION CONTRA AUTO 138 DE FEBRERO 9 QUE
RECHAZA EL INCIDENTE DE NULIDAD
 

De: CONSTANZA SOLARTE R. <constanzasolartetp35882@gmail.com>
Enviado: viernes, 12 de marzo de 2021 14:17
Para: Juzgado 03 Civil Circuito Ejecucion Sentencias - Valle Del Cauca - Cali
<j03ejecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RECURSO DE RECPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION CONTRA AUTO 138 DE FEBRERO 9 QUE RECHAZA
EL INCIDENTE DE NULIDAD
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DATOS PARA RADICACIÓN EN EL PROCESO
 

 
                                                       JUZGADO 3 CIVIL DEL CTO DE EJECUCIÓN DE
SENTENCIAS

 
 

PROCESO EJECUTIVO SINGULAR
                                               RADICACIÓN 76001310300220130011900
 

 
RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION CONTRA AUTO QUE

RECHAZA EL INCIDENTE DE NULIDAD
 
DEMANDANTE: EDIFICIO LAURITA-PROPIEDAD HORIZONTAL
 
DEMANDADO: CONSTANZA SOLARTE RODRIGUEZ
 
APODERADO: CONSTANZA SOLARTE RODRIGUEZ
                          TP 35882 C. S. de la J.
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NOTIFICACIONES:
La demandante:  en la dirección indicada en la demanda.
El demandado:  en la secretaría del juzgado o en la Carrera 2 oeste No. 5-286
edificio Laurita 103, Barrio Santa Teresita, Cali. via email:
constanzasolartetp35882@gmail.com, cel 3108257845
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Señores 
JUZGADO 3 CIVIL DEL CTO DE EJECUCION DE SENTENCIAS DE CALI 

 
 
ASUNTO: PROCESO EJECUTIVO SINGULAR  
                  RADICACION 2013-00119-00 
                  RECURSO DE APELACION CONTRA AUTO QUE  
                  RECHAZA EL INCIDENTE DE NULIDAD  
 
CONSTANZA SOLARTE RODRIGUEZ, identificada con la cedula de 

ciudadanía 31284675 de Cali, abogada titulada y en ejercicio, obrando en 

mi propio nombre y representación, en calidad de demandada, mediante 

el presente escrito, en el plazo legal, presento RECURSO DE REPOSICION Y EN 

SUBSIDIO APELACION contra el AUTO  No. 138 del 09 de febrero de dos mil 

veintiuno (2.021) notificado mediante Estados Electrónicos No. 041 de fecha 

9 de marzo de 2021que RECHAZA EL INCIDENTE DE NULIDAD en los siguientes 

términos: 

 
CONSIDERACIONES  

 

1. Que mediante escrito presentado vía electrónica al Juzgado 3 Civil 

del Circuito de ejecución de sentencias el día 7 dic 2020 12:45, en mi 

calidad de demandada, interpuse  INCIDENTE DE NULIDAD.  

2. Que el Incidente de Nulidad propuesto fue resuelto mediante Auto 

No. 138 del 09 de febrero de dos mil veintiuno (2.021) notificado 

mediante Estados Electrónicos de fecha 9 de marzo de 2021. 

3. Que el Auto No. 138 del (09) de febrero de dos mil veintiuno (2.021) 

RECHAZA el Incidente propuesto mediante dos argumentos:  

a. Que no puede darse trámite a lo formulado, como quiera que 

no es procedente atender una solicitud de nulidad interpuesta por 

quien haya actuado en el proceso sin proponerla, ya que ello implica 

que la misma se entienda saneada, tal como se establece en el 

artículo 136 del C.G.P. 

b. Que la causal invocada no se circunscribe a alguna de las 

tipificadas en el estatuto procesal vigente. 

4. Que  la oportunidad procesal para presentar los recursos contra la el 

Auto que rechaza el incidente de nulidad  es durante el término de 

tres días contados a partir del día siguiente de la notificación de la 

providencia que se ha de recurrir (art 322 del CGP) 

5. Que  el recurso de reposición tiene como objeto que el Juez que 

profirió la providencia someta nuevamente a estudio la decisión 

adoptada a fin de que se revoque o reforme.  

 



 

SUSTENTO JURIDICO DEL RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION 

 

El marco general de la nulidad en concepto de la Corte Constitucional nos 

indica que “las nulidades son irregularidades que se presentan en el marco 

de un proceso, que vulneran el debido proceso y que, por su gravedad, el 

legislador –y excepcionalmente el constituyente- les ha atribuido la 

consecuencia –sanción- de invalidar las actuaciones surtidas” 
 

Que la  regulación de las nulidades mantiene el principio de taxatividad en 

las causales de configuración, mandato que “significa que sólo se pueden 

considerar vicios invalidadores de una actuación aquellos expresamente 

señalados por el legislador y, excepcionalmente, por la Constitución, como 

es el caso de la nulidad que se presenta por práctica de una prueba con 

violación del debido proceso” Así las cosas, es preciso concluir que la 

declaratoria de nulidad, sólo esta llamada a prosperar cuando quien 

propone el incidente logra acreditar el cumplimiento de los requisitos 

formales y sustanciales previamente señalados que como se observa en el 

texto pueden estar no solo en las causales indicadas en la Ley sino en la 
Constitución. 

 

Que no puede darse trámite a una solicitud de incidente de nulidad 

interpuesta por quien haya actuado en el proceso sin proponerla, ya que 

ello implica que la misma se entienda saneada, tal como se establece en el 

artículo 136 del C.G.P., lo que no es el caso de este incidente de nulidad. 
 

En el caso del planteamiento de este INCIDENTE DE NULIDAD después del 

análisis juicioso que se relaciona a continuación se puede colegir que dado 

el cumplimiento del primer presupuesto de procedibilidad por haberla 

propuesto durante el proceso como excepción previa y del segundo por no 

habérsele dado  el tramite correcto relacionado con la prueba obtenida 

con violación al debido proceso, como es la integración del titulo,  esto 

afecto mis derechos constitucionales, implicando directamente los requisitos 

del actos procesales del juzgador que esta investido de un papel activo que 

le otorga la Ley para encontrar la verdad en la Litis entre demandante y 

demandado y para enfrentar una causal  de nulidad. 

 

OPORTUNIDAD PROCESAL 

 

Es evidente que el RECHAZO DEL INCIDENTE, parte de un precedente 

erróneo en cuanto que la causal si fue propuesta como  excepción previa 

en la oportunidad procesal así como los hechos en que se fundamenta y 

con las pruebas (presentadas y solicitadas) que pretendí hacer valer en el 



debate, por lo cual no puede afirmarse que la nulidad fue saneada como 

se establece en el artículo 136 del C.G.P.  

 

Cuando en las excepciones previas se presenta al juzgador evidencia de 

que el titulo ejecutivo,  que es una certificación de cuenta firmada por el 

administrador en calidad de Representante Legal,   no corresponde con lo 

estipulado en el Reglamento de copropiedad, se esta poniendo de presente 

al juzgador que esta frente a una nulidad procesal, en tanto que se trata un 

defecto de fondo que se presenta dentro de un acto o etapa procesal  

generado por la prueba el soporte una demanda ejecutiva con el cual se 

desplegara un proceso ejecutivo con una prueba obtenida con violación al 

debido proceso,  que constituye un título fraudulento, que genera sanción 

de invalidación a aplicar,  para proteger los derechos de las partes que 

actúan dentro del litigio judicial,  dado que se afecta el debido proceso, 

derecho fundamental. 

 

La certificación de cuenta que no se atempera a los términos del 

Reglamento de copropiedad, como lo advertí, en las excepciones previas 

afecta la integración del titulo, que haciendo similitud con un titulo valor es 

como si quien lo presenta para iniciar un proceso ejecutivo, no se ajusta a 

las instrucciones para completar los espacios en blanco dejados por el 

suscriptor por lo cual no puede hacerse valer,  no puede producir los efectos 

previstos en el Código de Comercio y en el caso que nos ocupa no puede 

producir los efectos establecidos en la Ley 675 de 2000 articulo 48 para 

soportar un proceso de cobro ejecutivo.  
 

En el escrito de excepciones previas y con las pruebas se demuestra que la 

certificación de cuenta  tiene un contenido de superior valor a lo 

establecido en el reglamento de copropiedad y obligaciones de pago de 

intereses que tampoco están contenidas en el mismo, literalmente en el 

escrito de las excepciones radicado en el proceso y que se adjunta dice: 

 

“INEPTA DEMANDA, POR INEXISTENCIA DEL TITULO EJECUTIVO, al no 

encontrase integrado jurídicamente en debida forma y no me refiero a la 

obligación clara, expresa y exigible que consta en un único documento o 

certificado expedido por el Administrador como lo permite la Ley 675 de 

2001, en el articulo 48 cuando dice que “el título ejecutivo contentivo de la 

obligación que será solamente el certificado expedido por el administrador 

sin ningún requisito ni procedimiento adicional”, sino a que dicho título debe 

incorporar obligaciones con causación legal, muy distinto de lo que 

acontece con este titulo que de manera arbitraria, o mejor contraria a 

derecho, incorpora cifras que no corresponden a la normativa que fija las 

cuotas de administración, no obstante como copropietaria lo haya 

manifestado o mejor solicitado su corrección por muchas veces y, se trate 



de una situación conocida por el Administrador que me demanda, lo que 

hace mas precaria o abusiva la integración porque se efectuó de manera 

consciente, sabiendo que para la integración legal debe seguirse 

estrictamente la Ley y el Reglamento de Copropiedad para que obre con 

el valor de Titulo Ejecutivo. En este caso se alteró la causal por parte de la 

demandante mostrando una actitud que raya en la mala fe, porque no 

puede avalar causalmente el nacimiento irregular de un Titulo Ejecutivo y 

empero que tal certificación debe ser expedida cumpliendo estrictamente 

con la legalidad y por tanto reflejando las sumas de dinero causadas 

y que en realidad se adeudaren, conforme los siguientes: 
 

En cuanto al numeral 1 de los Hechos, es cierto parcialmente pues la 

propiedad horizontal efectivamente se constituye en 1975, mediante la 

Escritura Publica 1793, y la ultima reforma esta registrada en la anotación 18, 

no en la 17,como se observa en el Certificado de Tradición. 

b. No es cierto en cuanto a lo manifestado porque en las escrituras citadas 

en el numeral 1,no se encuentra individualizados el apartamento, el 

parqueadero y el san alejo que corresponden a cada unidad privada, pues 

están en la Escritura Publica 7.128 del 17 de octubre de 1990, otorgada en 

la notaria 2ª del Circulo de Cali, que no esta citada. 

c. Es cierto parcialmente el numeral 3 de los hechos, porque solamente 

menciona la Ley 675 de 2001, olvidando que en determinados asuntos la 

jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional, he insistido en la 

obligación que tienen los órganos de administración y los propietarios de 

respetar los derechos que fueron concedidos con base en la legislación 

anterior (sentencias C-488 y C-738 del 2002). 

d. En cuanto al punto 6 de los hechos teniendo en cuenta que la 

jurisprudencia señala que ningún propietario debe asumir cargas que antes 

no tenía como así lo señala el articulo 30 de la Ley 675, cuando indica 

“…cuando el reglamento de propiedad horizontal (para el caso la Escritura 

1793 de 1975 otorgada en la Notaria 2ª del circulo de Cali, vigente hasta 

abril de 2012) establezca un interés inferior, lo que resalta la protección de 

los derechos patrimoniales por que en el articulo 17 establece un descuento 

por pronto pago o pago pleno si se incumple pero no tasa de interés. 

 

Entonces los administradores pueden tomar decisiones respecto a el uso de 

bienes, la seguridad y protección de los mismos, pero no puede tomar 

decisiones para dejar de aplicar el Reglamento que esta contenido en la 

Escritura Publica 1793 de 1975, que estuvo vigente hasta la reforma de 2012, 

como antes señalo, en el que se establece lo referente a las expensas en el 

articulo 16, como se efectuara la liquidación de la cuota de administración 

de acuerdo con los “…valores fijados en el articulo 9º….” Que no es mas la 

tabla de los coeficientes y también define lo que ocurre cuando no se paga 

durante los primeros cinco días de cada mes, que se pierde un descuento 



del 20%, sin que se genere por ello intereses de mora razón por la cual nunca 

se liquidan en las facturas de cobro, en el articulo 17. 

 

d. No es cierto, en cuanto que la CERTIFICACION constituye el titulo ejecutivo 

para iniciar la demanda pero no es plena prueba, en cuanto que la falta de 

integración jurídica del Titulo Ejecutivo afecta su validez, como en este caso, 

pues como se observa en el oficio de febrero 28, cuya copia anexo, en el 

2001, el contador procedió a “corregir” los coeficientes para definir las 

cuotas de administración, careciendo de facultad legal para hacerlo, y 

desde entonces vengo presentado la respectiva reclamación como se 

puede leer en el punto 4 del oficio citado; para 2003 la misma situación, “se 

ajustan” como se observa en los oficios y cuadro enviados vía correo 

electrónico entre directivos, arbitrariamente, lo cual reclamo sin obtener 

respuesta como afirmo en el oficio de mayo 12 de 2004, que anexo; para 

2005, presento también solicitud mediante oficio de agosto 10, con el 

coeficiente que me corresponde, en 2008, 2009, en 2010 igualmente insisto 

en el asunto. 

 

En el titulo ejecutivo puede verificarse el aumento de cuota para el 2003 que 

pasa de 526.000 a 807.800, despues baja en el 2009 a 756.605, el aumento 

en junio de 2010 y la baja en el 2011 por 4 meses y sube despues de abril, 

todo sin que se registre la causalidad, no tiene ninguna cifra en la columna 

de Cuota Extra, ni en otros. 

 

Tampoco tienen soporte los intereses liquidados desconociendo que se 

aplican los derechos de acuerdo al Reglamento vigente en este caso y 

tampoco la causalidad de las cifras colocadas en Otros Cargos, lo cual 

debe estar debidamente establecido en el Reglamento o en decisiones 

aprobadas por la Asamblea General que estén autorizadas en la Ley para 

que los copropietarios las cubran pero que no se explica su causalidad en 

el mismo en el Certificado lo que deja duda de su legalidad.” 

 

Mas adelante en el mismo texto de excepciones indico que “Obsérvese el 

estado de cuenta del apartamento 103, con la cuota liquidada con el 

porcentaje establecido en el Reglamento vigente hasta abril de 2012, que 

es fijo y a la cifra de 1998 se le adiciono cada año el IPC o sin aumento según 

lo aprobado por la Asamblea General, porque el factor de liquidación que 

esta en el Reglamento, repito, nunca se modificó legalmente hasta la 

Reforma del año 2012 que esta debidamente registrada en el Certificado 

de Tradición. En el Reglamento no se establece intereses solamente sancion 

de pérdida del descuento y el descuento opera solamente por pronto pago 

sin mas condición.” 

 



Y para terminar indico que “La cuarta situación que afecta la integración 

Jurídica del Titulo Ejecutivo, corresponde a que en la Certificación de 

Cartera elaborada para tal fin, no se registró pago de cuota alguna, 

estando obligado a ello, conforme la normativa jurídica que obliga al 

reconocimiento de los pagos y a los objetivos de la contabilidad sobre la 

confiabilidad porque debe representar “fielmente los hechos económicos.” 

(Decreto 2649 de 1993), hechos que sirven de fundamento a la excepción 

de pago parcial o cobro de lo no debido que mas adelante se relacionará.  

 

Finalmente solicito PRUEBAS, en los siguientes términos: 

 

1. “Solicito se ordene copia de la Escritura 1793 del 24-03-1975 a la 

notaria segunda de Cali, para probar lo referente a la falta de 

integración jurídica del Titulo Ejecutivo porque desconoce el 

coeficiente reglamentado para cobro de cuotas de 

administración y la sanción por no pago durante los primeros cinco 

días del mes, que estuvo vigente hasta el 24 de abril de 2012, en los 

artículos 16, 9 y 17. No obstante se adjunta copia de los folios sueltos 

contentivos de para que sea cotejado y se le dé el valor 

probatorio.  

2. Solicito se ordenar copia de las Actas de Asamblea General a la 

Administración del Edificio Laurita desde 1999, en las que se 

aprobaron los aumentos anuales, las cuotas extras, pago de 

pólizas, otros cargos, para probar la integración legal de la cuota 

de administración.  

3. Se anexa copia del oficio de febrero 28 de 2001, donde consta que 

el contador procedió a “corregir”  los coeficientes para definir las 

cuotas de administración.  

4. Se anexa la copia e-mail oficio y cuadro, entre directivos, para 

2003 en que se ajustan los coeficientes.   

5. Se anexa la copia oficios: de mayo 12 de 2004, de agosto 10 de 

2005, de 2008, de 2009, 2010, que presento para solicitar ajuste con 

el coeficiente que me corresponde.   

6. Se anexa una factura de cada año para probar la diferencia de 

los valores como saldo adeudado facturado con el saldo 

relacionado en el titulo ejecutivo: Certificado de Cartera.   

7. Informe de Administración que prueba el trato diferencial por la 

condonación de la deuda al apartamento 102, por 29.354.938.oo, 

para darle contexto al cumplimiento con el derecho de igualdad  

8. Solicitud de reintegro de dineros retenidos pagados por la 

aseguradora, para darle contexto al cumplimiento de la legalidad.  



 

Entonces respecto de la oportunidad de la  solicitud de nulidad interpuesta 

en el proceso tal como se establece en el artículo 136 del C.G.P. debe 

reconocerse que con la contestación de la demanda, mediante las 

excepciones previas se invoco la falta de integración del titulo generando 

una calificación de prueba obtenida con violación al debido proceso. 
 

Lo anterior valida la consideración de derecho propuesta en el numeral 1 

del Incidente de Nulidad que dice “Que en cumplimiento de los 

presupuestos de derecho para proponer la nulidad, se tuvo la oportunidad 

y de hecho se presento como excepción previa la situación que genera la 

nulidad, en la contestación de la demanda, (radicada el 23 de agosto de 

2014, hora 3:33) solicitando reponer el mandamiento ejecutivo, ya que si en 

dicho recurso de reposición no se controvierte la falta de requisitos formales 

no se admitirá ninguna controversia al respecto posteriormente, pero en el 

proceso ejecutivo, pese a deficiencias graves del titulo “…al no encontrarse 

integrado jurídicamente en debida forma pues en el titulo de manera 

arbitraria o contraria a derecho se incorporan cifras que no corresponden a 

la normativa que fija las cuotas de administración, es decir el reglamento de 

copropiedad, no se valoro en su dimensión de llegar a constituir una nulidad, 

por lo cual se puede afirmar que estaba indicado que no podía prosperar 

el proceso ejecutivo con dicho titulo. 
  

Y lo expuesto en el numeral 2 del Incidente de Nulidad “…Para ese entonces 

ya en sentencia de diciembre de 2013 la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia precisó que las cuotas de administración no pueden ser 

consideradas obligaciones propter rem, dado que no se trata de 

obligaciones de fuente legal sino contractual. Según la jurisprudencia 

reseñada, “si bien la autorización para recaudar cuotas de administración 

para el pago de las expensas comunes necesarias y demás gastos de 

sostenimiento de la copropiedad encuentra soporte en la Ley de Propiedad 

Horizontal, el sometimiento de un determinado edificio, conjunto o unidad a 

dicha ley, así como el reglamento que habrá de regir a la Propiedad 

Horizontal creada, nacen del acuerdo de voluntades de los propietarios de 

áreas individuales, plasmado en un contrato que al elevarse a escritura 

pública e inscribirse en el Registro de Instrumentos Públicos constituye una 

persona jurídica (artículo 4, Ley 675 de 2001). De allí que las cuotas de 

administración no puedan ser consideradas una obligación de fuente legal, 

por cuanto es el reglamento de propiedad horizontal «el concurso real de 

las voluntades de dos o más personas» (artículo 1494 del C.C.) de someterse 

a las disposiciones de dicha ley y a la regulación plasmada por ellas en lo 

atinente a la nueva persona jurídica, incluyendo derechos y deberes de los 

copropietarios”, de lo cual se aparta ese titulo que fundamenta el proceso” 

 



 En el hecho 2 de la propuesta de incidente relaciono tal situación de 

vulneración  en los siguientes términos: “ El antecedente de adulteración del 

título es la modificación de los coeficientes y cuotas de administración sin 

aprobación de la Asamblea y sin incorporación en el Reglamento de 

Copropiedad, situación que se inicia en febrero 28 de 2001, cuando un 

copropietario y el contador de la época procedieron a “corregir” los 

coeficientes para definir las cuotas de administración, como lo pueden 

observar en los documentos que adjunte al proceso ejecutivo, en el oficio 

de febrero 28, e igual sucede para el año 2003 donde se “se ajustan” como 

se observa en los oficios que se adjuntaron y en el cuadro enviado vía correo 

electrónico entre directivos. Vr gr. pasa de un valor de $526.000 a $807.800, 

subiendo el coeficiente a 3,86% como muestro con factura de cobro que 

adjunte al citado proceso), en mayo de 2011 se vuelve a ajustar como se 

observa en oficio de la administradora con firma de revisora fiscal.” 

 
Le correspondía entonces al juez segundo civil del circuito, como dice el 

artículo 132 del Código General del Proceso,  quien se encontraba a cargo 

del proceso judicial, el deber de realizar un control de legalidad que le 

permitiera identificar y corregir o sanear los vicios que configuraran 

nulidades, precediéndole la exigencia constitucional (articulo 228) de dar 

prevalencia al derecho sustancial sobre el procesal, de garantizar un 

acceso efectivo a la justicia y de hacer efectivas las garantías del debido 

proceso. Por lo tanto, velar por la efectividad de los derechos 

fundamentales de las partes, entre estos,  el acceso efectivo a la 

administración de justicia y la valoración y contradicción del material 

probatorio (Vicuña & Castillo, 2015). No haber procedido de conformidad, 

es decir omitir ese control de legalidad, no obstante la advertencia y 

pruebas presentadas con la contestación de la demanda, soporte suficiente 

para revisar la prueba que es el titulo ejecutivo adulterado, apartado de la 

legalidad, por tanto fraudulento, del cual se deriva un mandamiento de 

pago que incorpora cifras  e intereses sin fundamento alguno, genero una 

nulidad, supralegal, “es  nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 

violación del debido proceso”, asi lo indica el articulo 29 de la Constitución 

nacional.  
 

Es así que, al Juez le corresponde velar por la efectividad de los derechos 

fundamentales de las partes, entre estos el acceso efectivo a la 

administración de justicia y la valoración y contradicción del material 

probatorio (Vicuña & Castillo, 2015), lo que no fue observado, que era 

necesario para tomar una decisión correcta frente a un asunto bajo su 

conocimiento, por el contrario paso por alto la evidencia probatoria de las 

irregularidades en la obtención de la prueba reina, el titulo ejecutivo 

elaborado con coeficientes que se aumentaban o ajustaban 

permanentemente por fuera de lo establecido en la Escritura Publica 7.128 



del 17 de octubre de 1990, otorgada en la notaria 2ª del Círculo de Cali, 

vigente hasta el 2012: 
 

APTO COEF PARQUEADERO COEF DEPOSITO COEF TOTAL 

103 2:0 214 0.20 202 0.10 2:30 
Fuente: Escritura publica 7128 que se adjunta en lo pertinente. 

 

Retomando  lo que ha dicho la Corte Constitucional: “Se reitera que en 

situaciones análogas a la ahora estudiada, esta Corporación ha concluido 

que “la no prevalencia del derecho sustancial, como falta de compromiso 

por la búsqueda de la verdad en el proceso, se traduce en una denegación 

de justicia que favorece fallos inocuos que desconocen la realidad, al 

tiempo que anega la confianza legítima de los particulares en quienes 

administran justicia”.  

 

En el caso de las nulidades procesales si bien el legislador estableció una 

serie de causales taxativas dentro del Código General del Proceso en el 

caso que una situación fáctica pese a no estar prevista en dichas causales 

genere una serie de falencias o irregularidades acontecidas en el proceso 

judicial que generen clara vulneración de los derechos fundamentales de 

las partes,  el juez esta investido de capacidad jurídica hacia la búsqueda 

de la justicia material; orientado por la garantía de los principios, valores y 

derechos constitucionales para decretar la existencia de una nulidad 

procesal cuando evidencie afectación a los derechos de las partes, en el 

marco constitucional como es el caso, teniendo en cuenta que la finalidad 

del debate en un proceso judicial, será siempre la efectiva administración 

de justicia y que de ella depende en gran medida el razonamiento del Juez, 

que debe en todo caso sobreponer la justicia material a aquellas 

formalidades que pueden generar excesos dentro del proceso y perjuicios 

para las partes 

 

Así lo adverti en el texto del incidente de nulidad, en las consideraciones de 

derecho: “La Corte Constitucional también se ha pronunciado amparando 

los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso real y efectivo a 

la administración de justicia cuando un ciudadano acudió a la Accion de 

Tutela para lograr que en un proceso ejecutivo singular en el que un juez de 

la jurisdicción civil decidió continuar cuando tuvo conocimiento de que el 

titulo base del proceso fue adulterado por el ejecutante como es mi caso, 

en que el coeficiente base de liquidación de cuotas nunca se modifico 

hasta 2012, no obstante como se observa, en la pag 2 del certificado 

expedido el 23 de octubre de 2012, base del proceso, pasa de cuota de 

administración con valor de $526.000 en 2002 a $807.800 en 2003, además 

de afirmar la firmante, administradora, JULIANA MARIA LOTERO MELLAN que 

se expide en los términos del articulo 48 de la Ley 675 de 2001, lo cual por lo 



mismo es falso, razón por la que se propuso como excepción por no 

corresponder con la legalidad el titulo base de la pretensión cuya 

obligación no es de orden legal sino contractual, es decir debe estar 

consignada en el Reglamento de Copropiedad, pues en este caso no lo es.  

 

4. Añade el alto tribunal que “la autoridad judicial accionada no podía, en 

ejercicio de la libertad de que gozan los jueces para valorar el material 

probatorio, desconocer la justicia material e ignorar arbitrariamente una 

prueba que indudablemente modifica el fallo, por lo cual su actuar es un 

obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y un defecto factico en 

su dimensión negativa al omitir valorar una prueba documental presentada 

en contra del titulo soporte de la demanda ejecutiva. 5. En ese marco de 

precedente del conocimiento de que el titulo que sirve de base al proceso 

ejecutivo adelantado en su despacho es fraudulento, se continuo con la 

ejecución, agravando mi situación como demandada y dejando de lado el 

cumplimiento de disposiciones constitucionales desconociendo 

posiblemente el deber de dar por probado un hecho que emerge clara y 

objetivamente del material puesto a su disposición en la contestación de la 

demanda, contrariando la prevalencia que el artículo 228 de la Constitución 

Política le otorga al derecho sustancial dando continuidad con la ejecución 

y permitiendo que la entidad con su apoderado lleguen cada vez mas lejos 

con sus pretensiones pasando de lado los preceptos de ley y el concepto 

de justicia aferrándose a que a pesar de todo lo ilegal se amparan en un 

mandamiento de pago. 6. Se tipifica entonces la causal de nulidad, que 

debe ser decretada, como se indica por el alto tribunal: “…Acorde con lo 

anotado, la correcta administración de justicia debe propender por la 

garantía y prevalencia de los derechos sustanciales del proceso sobre el 

derecho procedimental y olvido su papel de garante de derechos 

fundamentales y la búsqueda de la verdad en el proceso…” (Corte 

Constitucional, Sentencia T-330, Ago. 13/18.)”  

 

No sobra precisar que las nulidades procesales como lo ha reconocido la 

jurisprudencia y la doctrina se encuentran íntimamente ligadas al debido 

proceso, por lo cual es obligación del operador jurídico una vez agotada 

cada una de las etapas procesales realizar un control sobre el proceso para 

evitar nulidades, para lo cual deberá sanear las irregularidades que se 

presenten (Guarín & Rojas, 2017). Esto resulta fundamental, para garantizar 

a las partes un debido proceso que cumpla con todas las garantías que 

integra este derecho fundamental.  

 

Vistos los hechos y conceptos anteriores, en primer termino, la oportunidad 

de haber presentado los hechos y pruebas como excepción previa y en 

segundo termino, que el titulo ejecutivo es una prueba obtenida violando el 
debido proceso,  pues de  ese debido proceso probatorio hacen parte, sin 



lugar a dudas, las disposiciones atinentes a la manera de estructurar el título 
ejecutivo, cuando se desconocen las formalidades propias requeridas para 

ello, se califica nula de pleno derecho, por causal supralegal, -nulidad de 

orden superior-, son los dos presupuestos, el legal y el constitucional que 

indican que es procedente el INCIDENTE DE NULIDAD presentado. 

 

Oportuno advertir lo gravosa de la situación personal que afecta 

ostensiblemente mi patrimonio orientada a la perdida de mi única vivienda 

conseguida con mi trabajo de abogada,  la practica continua de 

desconocer las formalidades propias requeridas en el marco de la legalidad 

de la mano de los asesores jurídicos y puede afirmarse sin mayor error que 

tal conducta se reafirmó con este precedente pues se invoca con 

orientación del abogado-apoderado del proceso, que si el mandamiento 

ejecutivo se dicto, conociendo que la prueba se estructura violando el 

debido proceso, se puede desconocer o mejor ignorar toda esta situación 

como dice en nota de agosto 13 de 2019, que repite en diciembre 9 de 2020 

afirmando además que todos los tramites deben surtirse ante el despacho 

judicial y no ante la administración respecto de la solicitud de la aplicación 

del pago de cada cuota que realizo y que pido aplicación del articulo 1652,  

le corresponde hacerla al juez de ejecución, es decir que debo pagar al 

juzgado? y con esos argumentos se pretende  mantener sin base legal 

alguna un alto valor ficticio, además de informarme en oficio del 4 de enero 

de 2021 que el saldo es de $944.304.593 millones, es aterradora su intención! 

Dice además el abogado que la reclamación sobre los coeficientes  ha 

debido tramitarse en el proceso en la contestación de la demanda, lo cual 

efectivamente hice en la oportunidad. Es tan fuera de lugar el uso de esta 

decisión judicial que escuda cualquier conducta fuera de la Ley pues en el 

año 2018 a petición de la Asamblea General se me notifico de un Estado de 

Cuenta con corte a mayo para saldar esta deuda ajustando todos estos 

antecedentes de ilegalidad por $70.407.342.85, que esta vigente pues no se 

impugno el acta de dicha asamblea, que hoy no quiere aceptar el 

abogado-apoderado con el argumento de que esta cuenta con base en 

el mandamiento ejecutivo esta en firme a pesar de la ilegalidad de su 

conformación y a cambio presenta en octubre de 2018 al juzgado otro 

Estado de Cuenta desconociendo lo dispuesto por el máximo órgano 

decisorio de la copropiedad,  insistiendo en una cuenta que es nula por 

mandato constitucional, y diciendo que soy la que no la acogió, por el 

contrario muestra la evidencia de octubre de 2018, en que presentó 

liquidación al juzgado sin acoger tal decisión,  –insiste en violar los preceptos 

de la profesión de abogado de respetar la Ley y la Constitución-,  razón por 

la cual no la he podido hacer valer para pagar y obtener mi paz y salvo 

porque naturalmente es muchísimo mas alta la cifra errada (mas de 400 

millones que no vale el inmueble en que vivo ni he ganado en toda mi vida 

laboral como abogada), que la verdadera deuda.  



 

Otro tema que se ignora al presentar la cuenta es que dispongo de 

aprobación por Asamblea de Copropietarios  en  marzo 27 de 2009 del 50% 

de condonación de la deuda, vigente pues el acta tampoco fue 

impugnada en el termino legal, razón por la cual recurrieron en agosto de 

ese 2009 a revocar mediante otra asamblea, evadiendo los procedimientos 

legales contando con el patrocinio de otro abogado. El estado de cuenta 

no refleja ni la condonación del 50% a  2009 ni incorpora el estado de cuenta 

a mayo de 2018 que se ajusto a $70.407.342.85, que niegan fundamentados 

en mandamiento ejecutivo de este proceso y hasta se afirma que la 

propuesta de ajuste que pido esta fuera de la legalidad y de los términos 

contables, me pregunto como soportan la contabilización de cuotas e 

intereses sin respaldo del reglamento?. 
 

Pretensión 
 

Con fundamento en lo expuesto, el cumplimiento del articulo 136 CGP en la 

oportunidad por haber presentado los hechos y pruebas como excepción 

previa y que en consecuencia el titulo ejecutivo es una prueba obtenida 

violando el debido proceso, -cuando se desconocen las formalidades 

propias requeridas para ello-, que es nula de pleno derecho como señala la 

norma constitucional,  el articulo 29 CP, causal supralegal, -nulidad de orden 

superior, solicito respetuosamente que se REVOQUE la decisión tomada 

mediante Auto No. 138 del 09 de febrero de dos mil veintiuno (2.021) y en 

consecuencia se admita y tramite el INCIDENTE DE NULIDAD presentado.  

 

ANEXOS DIGITALES de documentos que se encuentran en el proceso: 

 

1. Contestación de la demanda con radicado de presentación del 23 

de agosto de 2014, hora 3:33, contentivo de EXCEPCIONES PREVIAS: 

por REPRESENTACION INSUFICIENTE DEL DEMANDANTE, INEPTA 

DEMANDA, POR INEXISTENCIA DEL TITULO  EJECUTIVO, PRESCRIPCION 

DE LA ACCION EJECUTIVA y PAGO PARCIAL COBRO DE LO NO DEBIDO, 

que reposa en el proceso  

2. Escritura Publica No. 7.128 del 17 de octubre de 1990, otorgada en la 

notaria 2ª del Círculo de Cali en lo pertinente a coeficientes 

3. Escritura Publica 5765 (que reformo la Escritura 1793 del 24-03-1975)en 

lo pertinente articulo 16 y 17  que estipula el pronto pago  y no estipula 

intereses. 

4. Soporte de la cuenta con factura cuya diferencia en el mismo mes es 

de 100 millones y pagos cuyo recibos originales están aportados al 

proceso en la contestación de la demanda que evidencian la 

violación del proceso de integración de la prueba. 

 



 

 

Otros documentos  

 

5. Documentos escaneados de respuestas con fecha agosto 13 de 2019, 

enero 4 y febrero 22 de 2021, pruebas de la perseverada conducta 

alejada de la legalidad soportándose en que el titulo ejecutivo los 

respalda a pesar de que conocen que es una prueba obtenida 

violando el debido proceso. 

6. Adjunto dos documentos que reiteran la conducta violatoria de los 

procedimientos jurídicos para  integrar el estado de cuenta: 

a. Notificación y cuenta corte a mayo de 2018, firmado por la 

Representante Legal que no se incorporo en la cuenta presentada 

al Juzgado  

b. Prueba la revocatoria ilegal de condonación del 50% a 2009 que 

tampoco se evidencia en la cuenta, dado que las actas no fueron 

impugnadas en el término legal. 

 

NOTIFICACIONES  

 

La parte actora en la dirección indicada en la demanda.  

 

La suscrita en la secretaría del juzgado o en la Carrera 2 oeste No. 5- 286 

edificio Laurita 103, Barrio Santa Teresita, Cali. cel 3108257845 

via email: constanzasolartetp35882@gmail.com,  

 

Del Señor Juez,  

 

Atentamente, 

 

 

CONSTANZA SOLARTE RODRIGUEZ 
C.C. 31.284.675 
TP35882 del C. S. de la J. 
 















































 

 

 

 

OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO  
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI  

 
 
 

 

FIJADO EN LISTA DE TRASLADO No. 027 

 
 
 
A las siete 07:00 A.M., de hoy 26 de Marzo 2021, se fija en lugar visible de la 
Oficina de Apoyo para los Juzgados Civiles del Circuito de Ejecución de Sentencia 
de Cali y por el término de un (1) día la lista con la constancia de conformidad al 
artículo 110 del CGP. 
 
 
 
A las siete 07:00 A.M. del día siguiente al de esta fijación empiezan a correr en la 
Oficina de Apoyo para los Juzgados Civiles del Circuito de Ejecución de Sentencia 
de Cali y para efectos de lo establecido en el Código General del Proceso, los tres 
(3) días de término del Recurso de Reposición y en Subsidio de Apelación de 
fecha de 12 de Marzo de 2021. 
 
 
 
 

PROFESIONAL UNIVERSITARIO 
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Atento saludo, 

 
Remito para respectivo registro.  

Cordialmente, 

 
JESSICA JULIETH OSORIO FIGUEROA
Asistente Administrativo.
 
 

Calle 8 No. 1-16, Oficina 404, Edificio Entreceibas 
Teléfonos: (2) 889 1593 
Correo electrónico: secoecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

De: maria paula vargas <asesoriajuridica.m.p.v.g@gmail.com>
Enviado: viernes, 12 de marzo de 2021 14:50
Para: Secretaria Oficina Apoyo Juzgados Civil Circuito Ejecucion Sentencias - Seccional Cali
<secoecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; asesoriajuridica.m.p.v.g <asesoriajuridica.m.p.v.g@gmail.com>
Asunto: Proceso ejecu�vo hipotecario de Anibal Yance vs Felipe Luciano Tedesco. Radicación: 2002-780
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Señora
JUEZ TERCERO   CIVIL DEL CIRCUITO  DE EJECUCIÓN DE CALI
E.                    S.                    D.
 
 

Ref. Proceso ejecutivo título hipotecario instaurado por Anibal Augusto Yance
Orbes en contra de Felipe Luciano Tedesco Orozco.  Radicación No. 06-
2202-780.
 
 

 
 
MARÍA PAULA VARGAS GÓMEZ, mayor de edad, vecina de Cali, identificada como aparece al
pie de mi firma, apoderada judicial del demandante en el proceso citado en la referencia,  por
conducto del presente escrito  me permito adjuntarle en pdf el escrito que contiene el recurso de
apelación que formula mi mandante en contra del auto que se notificó por estado el 9 de marzo de
2021.
El término de ejecutoria de la providencia vence hoy 12 de julio.

Atentamente,
 
 
 
 
 
 
 
 
MARÍA PAULA VARGAS GÓMEZ
C. C.   No. 31.483.294 de Cali
T.P. No. 308.726 del C.S.J.
 



















































 
 

JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN  

DE SENTENCIAS DE CALI 

 

 
Calle 8 No. 1-16, Piso 4, Cali (Valle del Cauca)  
Tel. 8846327 y 8891593 
secoecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co 

Auto No. 140 

 

RADICACIÓN:  76001-31-03-006-2002-00780-00 

PROCESO:   Ejecutivo Hipotecario 

DEMANDANTE: Anibal Augusto Yance Orbes (cesionario) 

DEMANDADO:  Felipe Luciano Tedesco Orozco 

 

  

Santiago de Cali, nueve (09) de febrero de dos mil veintiuno (2.021). 

 

Se allega copia del Auto No. 0160 del 31 de enero de 2020, proferido por el Juzgado Quince 

Laboral del Circuito de Oralidad de Cali, mediante el cual se decreta la terminación del 

proceso en el que se había decretado concurrencia de embargo.  

 

A su turno, la parte actora allega memorial solicitando la terminación del proceso por 

carencia de reestructuración del crédito, aduciendo que si bien con antelación se negó 

dicha situación por la existencia de una concurrencia de embargos, actualmente ya obra 

en el expediente que dicha medida se levantó, lo que hace actualmente procedente su 

petición. 

 

En atención a lo dicho, debe señalarse que de la revisión del expediente se observa que el 

título base de ejecución se constituyó el día 19 de marzo 1993 y, por tanto, es importante 

resaltar que el mismo, a fin de ejecutar el cumplimiento de la obligación, debe cumplir los 

requisitos exigidos en la ley 546 de 1999 y los derroteros jurisprudenciales que rigen lo 

concerniente a la exigibilidad del aquel título valor pactado en UPAC. 

 

En virtud de lo anterior, se evidencia que impetrada la demanda ante el incumplimiento del 

deudor de la obligación contenida en el pagaré descrito, el trámite ejecutivo prosiguió y 

actualmente se encuentra en una etapa posterior a la orden de seguir adelante la ejecución. 

Sin embargo, en curso del proceso se obvió un análisis íntegro de lo discurrido, ya que dejo 

de lado la relevancia que comporta el estudio del título ejecutivo complejo para librar la 

orden de pago. 
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Es preciso entonces recalcar que, además de lo aportado en su momento por el ejecutante, 

al configurarse en casos como el que nos ocupa, un título ejecutivo complejo1, dada la 

naturaleza de la obligación, era imprescindible para proferir la orden de seguir adelante la 

ejecución, que se haya acreditado con la demanda, que se llevó a cabo la reestructuración 

concertada del crédito en debida forma. 

 

En ese orden de ideas, al no haberse acreditado la reestructuración del crédito en la 

oportunidad procesal establecida para ello, no era procedente que se librara orden de pago, 

teniendo en cuenta lo enunciado en Sentencia STC1384-2018 de 7 de febrero de 2018 de 

la Corte Suprema de Justicia, donde se expresó  que «… la Corte ha advertido que «la 

ejecución no finaliza con la ejecutoria de la sentencia, debido a que después del fallo siguen 

cursando actuaciones en busca de su realización y del cumplimiento del objeto del juicio, 

consistente en la efectividad de la garantía para satisfacer el crédito cobrado, antes de la 

almoneda, y mientras ello ocurre, como ha advertido la jurisprudencia, (…) e[s] viable 

resolver de fondo la petición» (Resalta la Sala, CSJ STC17824-2017), siendo entonces 

deber de los jueces, incluido el de ejecución, revisar si junto con el título base de recaudo 

la parte ejecutante adosó los soportes pertinentes para acreditar la tan nombrada 

reestructuración de la obligación, pues como lo ha dicho esta Sala, esos documentos 

«conforman un título ejecutivo complejo y, por ende, la ausencia de alguno de estos no 

permit[e] continuar con la ejecución» (ib).».  

 

Así pues, es un deber del juez que conozca del asunto, revisar, en cualquier estado del 

proceso y con las prevenciones jurisprudenciales demarcadas, si, junto con el título base 

de recaudo, la parte ejecutante acompañó los soportes pertinentes para acreditar la 

reestructuración de la obligación, pues su ausencia impide que se continúe con la ejecución. 

 

Ahora bien, es oportuno indicar que esta agencia judicial ya había proferido decisión en 

curso del proceso sobre la reestructuración del crédito, donde se analizó la capacidad de 

pago del deudor. Tal decisión atendía los criterios que para aquella época aplicaban en 

cuanto al tópico que nos ocupa, empero, aquella panorámica varió. 

 

Del mismo modo aconteció cuando se negó la terminación por existir concurrencia de 

embargo, pero ahora, una vez levantado el embargo decretado en el proceso laboral, no se 

vislumbran impedimentos para dar aplicación a lo planteado por las altas cortes, órganos 

que en vanguardia de la capacidad de pago para la exigibilidad de la reestructuración del 

crédito, destacan que no corresponde al juzgador natural establecer si el deudor se 

                                                           
1 Tal como lo afirma la Corte Suprema de Justicia en providencias STC8655-2014 y STC1384-2018, entre 

otras que demarcan la perpetuidad de esta tesis. 
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encuentra en capacidad de someterse a una reestructuración del crédito, como quiera que 

tal actividad es del resorte del acreedor2. 

 

Ahora, como quiera que se altera una decisión ya adoptada sobre el tema con antelación, 

dicha alteración tiene como referente el criterio impartido en la Sentencia T-321 de 1998, 

Corte Constitucional, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, según la cual «el funcionario judicial no 

está obligado a mantener inalterables sus criterios e interpretaciones. Propio de la labor 

humana, la función dialéctica del juez, está sujeta a las modificaciones y alteraciones, 

producto del estudio o de los cambio sociales y doctrinales, etc., que necesariamente se 

reflejarán en sus decisiones. Lo que justifica el hecho de que casos similares, puedan recibir 

un tratamiento disímil por parte de un mismo juez... No podrá argumentarse la violación del 

derecho a la igualdad, en los casos en que el juez expone las razones para no dar la misma 

solución a casos substancialmente iguales. En razón a los principios de autonomía e 

independencia que rigen el ejercicio de la función judicial, el juzgador, en casos similares, 

puede optar por decisiones diversas, cuando existen las motivaciones suficientes para 

ello.». 

 

Es por ello que esta agencia judicial, atendiendo los criterios ahora aplicables, cambió su 

posición al respecto y lo ha venido aplicando desde tiempo atrás, no siendo este el único 

escenario donde ha impartido dicho trato disímil del que antes operaba, motivo por el cual 

ha de entenderse sustentada la razón de la decisión. 

 

En ese sentido, acogiendo la tesis desarrollada por los órganos de cierre3, debe decretarse 

la terminación del proceso, puesto que puede apreciarse que en el escrito de la demanda 

se dijo por la parte ejecutante, que por ser pactada la obligación en UPAC debía realizarse 

la redenominación de los valores del crédito a UVR, efectuando entonces la operación 

matemática correspondiente para que el valor demandado en UPAC quedara en UVR, 

empero, dicho actuar no equivale a que se haya concretado efectivamente la 

reestructuración correspondiente. 

 

La Corte Constitucional en sentencia SU-787 de 2012, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza 

Martelo, “Una reconstrucción de la jurisprudencia constitucional sobre esta materia, 

ajustada con los elementos de análisis que se han ido haciendo evidentes en las distintas 

oportunidades en las que la Corte se ha ocupado del tema, muestra que las reglas 

aplicables, de acuerdo con el marco constitucional, son las siguientes: (i) En el ámbito de 

                                                           
2 Sentencia STCl1748－2016 de 24 de agosto de 2016 y STC5141－2016 de 22 de abril de 2016 de la Corte 

Suprema de Justicia, reiteradas hasta la fecha. 
3 Sentencias SU-813 de 2007 y SU-787 de 2012 de la Corte Constitucional, entre otras; STC8655-2014, 

STC11748-2016, STC17824-2017 y STC1384-2018 de la Corte Suprema de Justicia, entre otras. 
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la Ley 546 de 1999, los procesos ejecutivos hipotecarios iniciados antes del 31 de diciembre 

de ese año, una vez realizada la reliquidación del crédito y aplicados los alivios 

correspondientes, terminan por ministerio de la ley; (ii) si cumplidas las anteriores 

condiciones subsiste un saldo insoluto, deudor y acreedor deben llegar a un acuerdo de 

reestructuración; (iii) a falta de acuerdo, la reestructuración debe hacerse directamente por 

la entidad crediticia, de acuerdo con los parámetros legales, jurisprudencialmente 

delimitados…” (subrayado fuera de texto original), siendo lo pertinente haber instado al 

deudor para concretar un convenio de reestructuración del crédito.  

 

Es preciso hacer un recuento de los pronunciamientos relativos a la terminación del proceso 

por falta de reestructuración, destacando que la SU-813 de 2007, expresó que si bien los 

efectos de la exigibilidad de la reestructuración el crédito sólo se extendía a todos los 

procesos iniciados a 31 de diciembre de 1999, mediante providencia del 28 de octubre de 

2014. STC14642 – 2014 la Corte Suprema de Justicia anotó «… si bien [en el caso en 

estudio] el cobro compulsivo no fue iniciado con anterioridad al 31 de diciembre de 1999, 

es lo cierto que la obligación para adquirir vivienda sí fue otorgada antes de tal época y para 

dicha fecha el deudor se encontraba en mora en el pago de las respectivas cuotas, (…) de 

donde surge con claridad que debió ser beneficiado también con la reestructuración del 

saldo insoluto, como requisito de procedibilidad para iniciar el proceso ejecutivo. (…) 

deviene evidente que la ejecución (…) no podía llevarse a cabo, sino una vez que hubiera 

finalizado el proceso de reestructuración del crédito, pues de no hacerse, como se ha dicho, 

hace que la obligación sea inexigible, toda vez que desconoce la expresa condición 

impuesta por el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, que previó que reliquidado el crédito, 

debía proceder en la forma como se ha explicado». 

 

Dicha tesis ha sido acogida por lo expuesto por la Corte Constitucional en sentencia T-881 

de 2013 donde se dijo «Desde esta perspectiva, el reconocimiento del derecho a la 

reestructuración no depende de la existencia de un proceso ejecutivo o de si la obligación 

estaba al día o en mora, sino del momento en el que se otorgó el crédito.», lo que permite 

aseverar que para casos análogos la jurisprudencia atinente ha sido variable y para el caso 

que nos ocupa sí se extienden los efectos del fallo de la SU-813 de 2007, atendiendo 

recientes pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

En ese orden de ideas, debe indicarse que la terminación del proceso ejecutivo por falta de 

reestructuración del crédito, tal como ha sido consagrada vía jurisprudencial, bien sea Corte 

Suprema de Justicia o Corte Constitucional, ha sido concebida para los procesos que han 

sido adelantados sin que se haya concretado la reestructuración del crédito, elemento 

indispensable para adelantar el trámite. 
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Igualmente, ha de destacarse lo referido en la Sentencia STC11748－2016 de 24 de agosto 

de 2016, proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, M.P. Aroldo Wilson Quiroz 

Monsalvo, en la cual se anotó “destaca la Sala que no corresponde al juzgador natural 

establecer si el deudor se encuentra en capacidad de someterse a una reestructuración del 

crédito, como quiera que tal actividad es del resorte del acreedor.”, citando además lo 

aludido en decisión proferida por el mismo órgano en providencia STC5141－2016 de 22 

de abril de 2016, en la que se expuso que, en consecuencia de lo ya dicho, era claro que 

“la obligación hipotecaria merecía ser reestructurada de común acuerdo entre las partes, y 

a falta de pacto, concretar dicho beneficio la propia entidad financiera con base en las 

condiciones de la reliquidación de la acreencia y según la situación financiera.”. 

 

Así pues, tal como se anotó anticipadamente, como quiera que no se observa que haya 

existido voluntad del ejecutante para concertar la reestructuración del crédito, atendiendo 

las directrices legales descritas en la ley 546 de 1999, es procedente decretar la terminación 

del presente asunto, toda vez que es la reestructuración del crédito, realizada en debida 

forma, un requisito sine qua non para que se pueda promover demanda ejecutiva. 

 

De otro lado, es preciso señalar que no puede admitirse que el cesionario sea un tercero 

sobre el cual no pueda hacerse exigible la reestructuración del crédito, ya que al ser la parte 

demandante no permite configurarse como tal, puesto que al obrar en dicha calidad asume 

el crédito en la instancia y condiciones en que se halla y es su deber constatar todas las 

aristas que sean de relevancia. Por tanto, al ser parte conocedora del actuar desarrollado, 

está ella comprometida igualmente en la falta de reestructuración, tanto así que si el 

presente proceso ha de concluir, ello acontece inclusive por su responsabilidad4. 

 

Finalmente, teniendo presente que se decretará la terminación anormal del proceso, se 

torna innecesario pronunciarse respecto las peticiones pendientes por resolver, 

concerniente a la solicitud de fijar fecha para remate. 

 

En mérito de lo anterior, el Juzgado, 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO.- DECRETAR la terminación anormal del proceso por falta de reestructuración 

del crédito, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva.  

 

                                                           
4 Sentencia STC6094-2019 de 16 de mayo de 2019 de la Corte Suprema de Justicia, donde se reiteró lo 

descrito en STC6968-2015, STC11304-2015, STC3163-2016, entre otras. 
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SEGUNDO.- ORDENAR el levantamiento de las medidas cautelares decretadas en el Auto 

No. 249 del 19 de febrero de 2003, sobre el inmueble identificado con Matricula Inmobiliaria 

No. 370-48777. Líbrese oficio dirigido a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Cali informando la presente decisión.  

 

TERCERO.- SIN costas. 

 

CUARTO.- ORDENAR el desglose de los documentos que sirvieron de base para la 

ejecución, para ser entregados a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ADRIANA CABAL TALERO 

 Juez 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

ADRIANA  CABAL TALERO  

JUEZ  

JUEZ  - EJECUCIÓN 003 SENTENCIAS DE LA CIUDAD DE CALI-VALLE DEL CAUCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 2dbacda7c4979d8feb7d5b5d47ad4035b5d2264fdc1409e496d53ccb69d7cc9d 

Documento generado en 02/03/2021 03:18:50 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 


